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Temas: 
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA. Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a los demandantes por la sencilla razón de que ninguno es parte, ni interviniente admitido en el proceso ejecutivo en el que se ordenó la entrega del bien inmueble aprisionado. Por más que aduzcan que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, es claro que nunca han sido reconocidos como tales, aun cuando iniciaron un incidente de oposición a la entrega, dado que, por un lado, dicho trámite fue rechazado por improcedente (f. 115), y por el otro, la calidad de parte se adquiriría solo para ese específico asunto y no, en general, para el proceso (art. 69 CGP). Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. Pero, aun si se diera por superado este escollo, dado que promovieron, en calidad de terceros, esa actuación, también es claro que se incumple el requisito de la subsidiariedad. Y esto, porque, precisamente, cuando radicaron el escrito de incidente de oposición a lo que para ellos fue la diligencia de secuestro, que en realidad se trató de una entrega del bien a un nuevo secuestre, recibieron como respuesta el auto del 25 de noviembre de 2017, en el que el Juzgado rechazó de plano su solicitud, por extemporánea, providencia que, al tenor de lo reglado por el numeral 5 del artículo 321 del Código General del Proceso, era susceptible de los ordinarios recursos de reposición y apelación, para cuya interposición estaban habilitados, en tanto que, como se dijo, en ese restringido ámbito, estaban legitimados para controvertir lo resuelto.  
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Acta N° 41 de febrero 15 de 2018
 



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Mario Castaño Durán y Carmen Julia Salazar Zapata en contra  del Juzgado Primero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Bancafé, Roberto de Jesús Loaiza Castaño, Federico González Velásquez y los herederos indeterminados de José Artemo Rojas Toro.
ANTECEDENTES

  



Mario Castaño Durán y Carmen Julia Salazar Zapata, en su propio nombre, presentaron acción de tutela contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en la que aducen la violación, entre otros, del derecho fundamental”al debido proceso”.
   



Se narró, en síntesis, que los accionantes vienen poseyendo desde abril de 2005 un predio ubicado en la vereda “San Juan” en el municipio de Villa María Caldas, denominado “El Clavel”, identificado con matrícula inmobiliaria No. 100-132242, en el que han realizado mejoras tendientes a adecuar su habitación y desarrollar su productividad; paralelamente se explica que ante el Juzgado accionado, Bancafé inició un proceso ejecutivo hipotecario contra el señor José Artemo Rojas, motivo por el cual fue inscrito un embargo desde el 6 de octubre de 1998 y fue llevada a cabo una diligencia de secuestro el 11 de noviembre del año 2016 por parte del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Villa María, Caldas, comisionado para ello, la que se adelantó con engaños por cuanto los empleados judiciales y la abogada de la parte demandante en el proceso ejecutivo les hicieron creer que firmar el acta no les traería consecuencias negativas, pues allí se les reconocía como poseedores. 

   



Agregan que, el 11 de noviembre de 2016, interpusieron en el proceso ejecutivo un incidente de oposición que fue rechazado de plano; además, el 14 de marzo de 2017 se admitió una demanda de pertenencia que iniciaron y correspondió al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Villa María Caldas, que tiene por fin adquirir por prescripción el dominio del inmueble ya referenciado; finalmente, indican que el 10 de diciembre del año 2017 se llevó a cabo la diligencia de remate del bien por parte del Juzgado accionado pese a que aquel Despacho de Villamaría Caldas, donde se adelanta la pertenencia, había oficiado para que se abstuviera de continuar con el proceso y de realizar la mencionada diligencia. 
  


    
Se pidió, por consiguiente, ordenar al Juzgado accionado la suspensión provisoria del proceso ejecutivo con título hipotecario que allí se adelanta mientras se desata el proceso de pertenencia y, en consecuencia, que se suspendan también los efectos del auto que ordena la entrega del inmueble. 
  



Posterior a la remisión que por competencia funcional hiciera una Sala Unitaria de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior  de Manizales, y allegado el expediente a esta Corporación, se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación de Bancafé, Roberto de Jesús Loaiza Castaño, Federico González Velásquez y los herederos indeterminados de José Artemo Rojas Toro; se corrió el correspondiente traslado para ejercer el derecho de defensa.
 



El juzgado accionado, allegó las copias que estimó pertinentes para desatar este trámite. 





Davivienda S.A., por medio de apoderado judicial, explicó que en los registros de Granbanco - Bancafé, entidad que a su vez fuera absorbida por la primera desde el año 2007, se encontró que la obligación que se persigue en el proceso ejecutivo referenciado fue cancelada por venta a CISA, sin que se tengan acreencias vigentes solicitando por tal motivo su desvinculación. 

  



Federico González Velásquez se opuso a las pretensiones de los accionantes e indicó que es adjudicatario del bien que en este asunto se contiende, ello en razón a un proceso ejecutivo que se adelantó bajo los parámetros de la legalidad y el que ha llegado a su etapa final, con lo que resulta improcedente el amparo, toda vez que ya hay un proceso de pertenencia en trámite, medio judicial idóneo para ventilar las pretensiones de los accionantes. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales invocados, por la inconformidad que les causa a los accionantes el hecho de que el Juzgado Primero Civil del Circuito local, hubiese adjudicado el bien inmueble que poseen y haya ordenado su entrega dentro del proceso ejecutivo hipotecario seguido por Federico González Vásquez, en calidad de último cesionario del crédito, contra José Artemo Rojas Toro, según lo deja ver el acervo recogido. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
Adicionalmente, ha sostenido invariablemente la misma alta Corporación, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección debe ser parte en el mismo, o actuar como tercero reconocido dentro del mismo, como en el caso de los incidentes. 

  



Sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que:  

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Más recientemente
 señaló: 

Legitimación por activa como requisito de procedencia de la acción de tutela 

1. La Constitución Política
 establece el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario. 

Igualmente, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá solicitar el amparo constitucional por sí misma, por representante, o a través de un agente oficioso, cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.

2. En particular, sobre la legitimación por activa en los casos de tutelas contra providencias judiciales, la sentencia T-240 de 2004
, indicó que, cuando se demuestra que una autoridad judicial incurre en una vía de hecho, vulnera el derecho fundamental al debido proceso de todas las personas que intervienen en dicho procedimiento. 

Igualmente, en la sentencia T-019 de 2013
, la Corte estableció que la legitimación por activa en tutela contra providencias judiciales, se acredita cuando se demuestra un interés en el resultado del fallo que se revisa en sede constitucional. 

  



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales y a la falta de legitimación, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, no pudo serle vulnerado a los demandantes por la sencilla razón de que ninguno es parte, ni interviniente admitido en el proceso ejecutivo en el que se ordenó la entrega del bien inmueble aprisionado. Por más que aduzcan que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, es claro que nunca han sido reconocidos como tales, aun cuando iniciaron un incidente de oposición a la entrega, dado que, por un lado, dicho trámite fue rechazado por improcedente (f. 115), y por el otro, la calidad de parte se adquiriría solo para ese específico asunto y no, en general, para el proceso (art. 69 CGP). 
  


 
Esta sola circunstancia torna improcedente el reclamo. 
   



Pero, aun si se diera por superado este escollo, dado que promovieron, en calidad de terceros, esa actuación, también es claro que se incumple el requisito de la subsidiariedad. Y esto, porque, precisamente, cuando radicaron el escrito de incidente de oposición a lo que para ellos fue la diligencia de secuestro, que en realidad se trató de una entrega del bien a un nuevo secuestre, recibieron como respuesta el auto del 25 de noviembre de 2017, en el que el Juzgado rechazó de plano su solicitud, por extemporánea, providencia que, al tenor de lo reglado por el numeral 5 del artículo 321 del Código General del Proceso, era susceptible de los ordinarios recursos de reposición y apelación, para cuya interposición estaban habilitados, en tanto que, como se dijo, en ese restringido ámbito, estaban legitimados para controvertir lo resuelto.  
  



Con esa omisión, dejaron de lado que, de acuerdo con el numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela es improcedente cuando existan otros medios de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable que, para el caso, no se acreditó. 

   



Téngase presente que una acción de esta estirpe no está diseñada para que se puedan soslayar los mecanismos ordinarios de defensa; tampoco está erigida como una instancia adicional, mucho menos, cuando la que se podía procurar ante el juez natural, se dejó de emplear y, en adición, se observa que, por la vía de la usucapión, se ha elevado la reclamación que, según su condición, creen tener los demandantes, asunto que también incumbe decidir al juez de esa causa. Tampoco hay criterios que permitan flexibilizar tales exigencias, pues, por más que se discuta la presencia de algunos sujetos de especial protección, se trata aquí es del cumplimiento de ciertas cargas que impone un proceso, que se erigen en normas de orden público y de estricto cumplimiento. 

           


En conclusión, bien sea por la falta de legitimación, ora por la anunciada subsidiariedad, se declarará la improcedencia referida.




Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Mario Castaño Durán y Carmen Julia Salazar Zapata en contra del Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira de la misma localidad.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92


� 	Sentencias T-1232 de 2004 y T-510 de 2006.


� 	Sentencia T-034 de 2017


� 	Artículo 86.


� 	M.P. Jaime Córdoba Triviño.


�  	M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� 	Sala de Casación Civil. M.P. William Namén Vargas. Providencia de 17 de julio de 2008.
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